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PRESIDE: Señora Representante Ivonne Passada. 
MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Bentancor, Pablo Iturralde Viñas y Jorge Pozzi. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señor Representante Pablo Abdala. 


ASISTE: Señor Representante Gastón Elola. 


INVITADOS: Por la DICyT, señores José Paulo de Moraes Fasana y Antonio Homero Cabanas y señoras 
Graciela Morelli y Mónica Capdevielle. 


Por la UNATRA, señores José María Saravia, Germán Moraes, Segundo Rodríguez, Dardo 
Pérez, Marcelo Amaya y doctor Antonio Rammauro, asesor. 


SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a las señoras Mónica Capdevielle y Graciela Morelli y a los señores 
José Paulo de Moraes Fasana y Antonio Homero Cabanas, funcionarios de la Dirección de Innovación, 
Ciencia y Tecnología para el Desarrollo. 


En su momento, el señor Diputado Pablo Abdala nos habló de la necesidad de que se pudiera concretar esta 
entrevista lo más pronto posible y, en el marco de los tiempos políticos, la hemos coordinado para el día de 
hoy, más allá de que tenemos a estudio un proyecto de ley. Hicimos esta excepción porque el señor Diputado 
nos planteó la necesidad de tener conocimiento de una situación que ustedes quieren señalar. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Algo que agradecemos a la Mesa. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias, señor Diputado. 
SEÑORA CAPDEVIELLE.- Quiero agradecerles que nos hayan recibido. 


En principio, me gustaría hacer una síntesis lo más rápida y clara posible acerca de cuál ha sido nuestra 
situación en los últimos años. Nosotros ya concurrimos a la Comisión Especial de Ciencia y Tecnología en 
2007 y, por lo tanto, esta no es una situación nueva. 


Quisiera explicar este problema citando tres aspectos. Un primer aspecto institucional, un segundo aspecto 
laboral y un tercer punto salarial; todo se deriva en ese orden. 


Respecto a lo institucional, como ustedes saben, a partir de este Período ha habido cambios en la estructura 
institucional del área de la ciencia y la tecnología. El Ministerio de Educación y Cultura es el responsable del 
área con su Dirección de Ciencia y Tecnología, con el CONICYT y con los programas CONICYT-BID y 
PD'E=BID. Luego se incorporaron distintas figuras tales como el Gabinete Ministerial de la Innovación cuya 
integración ustedes conocen y que es presidido por el Ministro de Educación y Cultura, la Agencia Nacional 
de Investigación e Innovación, la Dirección de Ciencia y Tecnología y el CONICYT, que pasa de catorce a 
veintidós miembros. 


Dentro de esa estructura, cuando comienzan los cambios, de alguna manera hay un traslado del eje desde el 
Ministerio hacia la Agencia, fundamentalmente. En todo este proceso, el Ministerio de Educación y Cultura 
ha ido perdiendo competencias. Esto es así porque los programas que se estaban desarrollando en la 
Dirección de Ciencia y Tecnología fueron llevados hacia la Agencia. Esto implicó, por ejemplo, cierto 
impacto en los funcionarios entre treinta y cuarenta personas, con más de quince años de experiencia, con 
capacitación especializada, profesionales. Señalo que casi la mitad hicimos un curso de maestría en políticas 
y gestiones de ciencia y tecnología durante este Período, solventado por la Dirección. En la medida en que 
esos programas fueron trasladándose, la Dirección fue quedando vacía de contenidos, de rubros. 


En ningún momento se nos planteó cuál sería el destino de la Dirección y, por cierto, de sus funcionarios. [En 
reiteradas oportunidades, tanto en el Parlamento como con los propios Directores el anterior y el actual, 
hemos tratado de dialogar para que nos informen cuál es la idea a futuro. En ningún momento hemos tenido 
una respuesta concreta de qué es lo que va a pasar. 


La ejecución del Programa de Desarrollo Tecnológico termina en el mes de diciembre, y ha quedado sin 
rubro. Por lo tanto, lo que queda por pagar a las empresas que han sido usuarias del Programa no se puede 
hacer, y es gente que ha invertido en innovación. 


Desde hace años los funcionarios estábamos percibiendo una compensación salarial, fundamentalmente para 
equilibrar desigualdades entre los que eran presupuestados del Ministerio y quienes habían sido contratados 
para los Programas correspondientes. Esta compensación no la estamos percibiendo como tampoco los 
aumentos regulares salariales sobre las compensaciones, que desde el mes de mayo han sido suspendidas, lo 
que ha implicado para muchos funcionarios una rebaja considerable de sus ingresos, del 50% o más. Hasta el 
día de hoy estamos sin respuestas al respecto. 


Me gustaría que cualquiera de los compañeros profundizara un poco más en ciertos aspectos. 


También hemos estado revisando, por ejemplo, la legislación respecto a la creación del INIA, en su 
momento, o la Agencia de Vivienda. En todos los casos que hemos revisado, los funcionarios y la memoria 
institucional han sido tomados en cuenta, cosa que no ha sucedido en el área de la ciencia y la tecnología. 
Hemos traído la documentación al respecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A los efectos de que la Comisión pueda contar con la documentación que 
ustedes manejan, si nos la facilitan, vamos a fotocopiarla. 


SEÑOR CABANAS. A raíz de esta situación ha habido una superposición grande de roles en cuanto a 
las atribuciones que tenía la DICyT y las que tiene la ANIT, que no han quedado claras, inclusive, las 
atribuciones que tiene el CONICYT. 


Cuando se crea el INIA, la Agencia Nacional de Vivienda y también el IMPO, hay antecedentes de que los 
legisladores o el Poder Ejecutivo tuvo en cuenta la situación de los funcionarios, dándoles la posibilidad de 
optar o de poder insertarse. Acá es bastante grave la situación porque en ningún momento tuvimos esa 
opción. Es más: en la ley de creación de la ANII se le dan potestades de nombrar como quiera a sus 
funcionarios, sin tener en cuenta lo anterior. Hace una semana se discutía en el Parlamento si las Intendencias 
podían tener esa potestad de hacer llamados discrecionalmente siendo las Intendencias electas por el pueblo, 
o si debían hacer un concurso. Sin embargo, la ANII puede llamar a quien sea, sin tener en cuenta los 
antecedentes, sin ningún control. Esto es algo bastante insólito en la Administración. 


Otra cosa insólita es que, en todos los países, en cualquier lugar, el Poder Ejecutivo es el que maneja las 
políticas de ciencia y tecnología. Acá prácticamente se está pasando la definición de políticas a un organismo 
de derecho público paraestatal. En este tiroteo en que cada Gobierno de alguna manera tiene su potestad y la 
posibilidad de generar sus instituciones o de modificar su legislación, los funcionarios quedamos de rehenes 
sin saber a dónde vamos a insertarnos laboralmente, con una gran incertidumbre salarial, ya que no sabemos 
qué va a pasar con esas compensaciones. Al respecto no se nos ha dicho nada y no hemos tenido oportunidad 
de dialogar con las autoridades. Esta situación es bastante preocupante. 


Por otra parte, el no saber cuál será la inserción laboral que vamos a tener los funcionarios, nos genera estrés 
psicológico. No sabemos si se tendrá en cuenta nuestros antecedentes en cuanto a la formación que durante 
quince años o más de trabajo hemos recibido en la parte de administración y gestión de ciencia y tecnología. 
En este momento estamos un poco a la deriva y huérfanos de todo. 


SEÑORA MORELLI.- Cuando se crea la ANII Agencia Nacional de Investigación e Innovación y se 
transfieren los fondos del Ministerio de Educación y Cultura a esta Agencia, se da una superposición 
de roles con la DICyT. Es de destacar que cuando se pasa de la DINACYT a DICyT se le mantienen los 
roles y funciones, y en paralelo se crea la ANIL, también con los mismos roles y funciones. La única 
diferencia es que la DICyT no cuenta con fondos para ejecutar y la ANIT sí. Como dije, en la DICyT se 
mantienen los roles y funciones de la DINACYT y los funcionarios, pero no tiene posibilidades de 
ejecutar ningún proyecto. Lo único que está haciendo la DICyT en este momento es terminar la 
ejecución del Programa de Desarrollo Tecnológico, que es para lo que se obtuvo el segundo préstamo 
con el BID, pero también está siendo complicado llevarlo a cabo porque al parecer no tenemos fondos 
para cerrar todos los proyectos que tendrían que finalizarse en setiembre de 2009. 


En realidad, veníamos con una ejecución que había sido reconocida por el BID, pero en este momento nos 
encontramos con la dificultad de no poder cerrar los proyectos. 


SEÑOR CABANAS.- Otro de los aspectos preocupantes en cuanto a la parte institucional es que 
durante la ejecución del segundo préstamo del BID se había hecho mucho énfasis en la inserción de las 
empresas en la gestión de innovación y en presentación de proyectos innovadores, que es un gran debe 
que tiene el país; es un poco ese divorcio del que se habla entre la Universidad y la empresa, que en 
realidad no es tal porque nunca hubo matrimonio. Pero ahora ese esfuerzo va a quedar por el camino 
porque las empresas no van a poder terminar de ejecutar esos préstamos, porque la contraparte del 
Estado no está. Se ha hecho un esfuerzo muy importante por insertar a las empresas en el sistema de 
ciencia y tecnología y estas, de alguna manera, se han visto defraudadas en sus expectativas, ya que 
apostaron a generar proyectos de innovación con contraparte del Estado y del BID y ahora no pueden 
cerrar esa ejecución. Eso es muy importante. Además, si no se cierran los programas, el país quedará 
en deuda con el BID. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de darle la palabra al señor Diputado Abdala quisiera formular dos 
preguntas. 


Me gustaría saber si ya concurrieron a la Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de Diputados o del 
Senado a realizar este planteo. 


SEÑOR DE MORAES.- Concurrimos a la Comisión de Ciencia y Tecnología del Senado. 


SEÑORA MORELLI.- A dicha Comisión enviamos la misma carta que cursamos a esta asesora cuando 
solicitamos esta entrevista. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿En esa Comisión ya fueron recibidos? 
SEÑORA MORELLL.- Así es, y nos sugirieron concurrir a la Comisión de Presupuesto del Senado. 


SEÑOR CABANAS.- Quisiera destacar que cuando fuimos a la Comisión de Ciencia y Tecnología del 
Senado y planteamos esta situación, la Presidenta nos dijo que, de alguna manera, se habían olvidado 
de nosotros; reconocieron que se habían olvidado de los funcionarios cuando se creó la ley. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Creo que estamos frente a un tema atendible en función de la 
descripción que se acaba de formular, que me parece que se vincula con esas situaciones en las cuales 
muchas veces las definiciones políticas en el sentido noble, en el de las políticas del Gobierno, más allá 
de que sean acertadas o no o se pueda coincidir o discrepar con ellas generan consecuencias 0 
contraindicaciones, ya que provocan efectos desde el punto de vista de los intereses o de los derechos de 
los trabajadores, tanto en lo que tiene que ver con los roles funcionales como con las definiciones de 
carácter salarial. 


Nosotros hemos seguido este proceso vinculado a la creación de la Agencia de Investigación e Innovación y 
los cambios que se produjeron en el ámbito público desde la Comisión Especial de Ciencia y Tecnología de 
la Cámara de Representantes, la cual integramos. Inclusive, en su momento advertimos que constituía una 
carencia el hecho de que la Cámara no tuviera una Comisión en este sentido y por eso presentamos una 
moción para que se procediera a crear una Comisión Especial en esa materia. En ese campo debemos 
reconocer que el Gobierno, más allá de coincidencias o discrepancias, puso el tema en la agenda, el cual es de 
suma importancia. Pero a partir de las modificaciones institucionales, notoriamente, se han dado diferencias y 
dificultades entre los distintos actores, es decir, el sector público, el privado, la Universidad de la República y 
el CONICYT. Es notorio que en la Agencia de Investigación e Innovación ha habido problemas de 
relacionamiento institucional. Supongo que estamos frente a una institucionalidad nueva y, en función de eso, 
hay que darle tiempo para que se vaya consolidando y afianzando. 


Ahora bien, lo que compete a esta Comisión es atender las situaciones de los trabajadores. En este momento 
un grupo importante de trabajadores se ha hablado de treinta o cuarenta está sufriendo consecuencias 
laborales y salariales, producto de estas definiciones, lo que es preocupante. Y sobre esto quiero hacer dos o 
tres preguntas, aclaratorias o complementarias de la información que se nos ha brindado. 


En primer lugar, quisiera saber si, efectivamente, esa reducción salarial o pérdida de compensación alcanza a 
la totalidad o a la enorme mayoría de los trabajadores. Consideramos que si es así, debe establecerse y debe 
quedar constancia de ello. 


En segundo término, me gustaría saber si en algún momento recibieron una propuesta, sugerencia o 
insinuación en cuanto a la posibilidad de pasar a la actividad privada o incorporarse a la nueva 
institucionalidad, concretamente, a la Agencia de Investigación e Innovación, y en qué condiciones. Quisiera 
saber si en determinado momento recibieron algún planteo o propuesta en ese sentido o en algún otro similar. 


En tercer lugar esto está relacionado con lo mismo, quisiera saber qué respuestas han recibido de parte de la 
autoridad, concretamente, de su jerarquía directa que, sin duda, es la DICyT. Sabemos que esta Dirección ha 
cambiado de titularidad en el curso de todo este proceso y que ese cambio, entre otras cosas según tengo 
entendido, también se debe a las mismas discrepancias o falta de sintonía que se ha dado en determinados 
niveles en cuanto a la política de ciencia y tecnología. 


Pero, concretamente, quiero saber qué respuestas o explicaciones recibieron frente a los reclamos, si es que 
recibieron alguna. 


SEÑOR DE MORAES.- Con respecto a la primera pregunta debo decir que la disminución salarial la 
tuvieron todos los funcionarios o la inmensa mayoría. Aquí se da la particularidad de que hay 
funcionarios contratados y presupuestados y para los contratados la realidad es un poco distinta. 


SEÑORA MORELLI.- Quisiera agregar que cuando se realizaron los llamados para comenzar a 
integrar el personal de la ANII, varios funcionarios de la DICyT se presentaron, pero ninguno fue 
considerado. A algunos funcionarios puntuales se les ofreció pasar a la ANI pero ocupando otro cargo 
diferente, no para el que habían concursado, pero las condiciones que se ofrecían no eran las más 
adecuadas, ya que se estaba bajando de escalafón. 


En cuanto a la última pregunta, las autoridades anteriores no ofrecieron ninguna respuesta; de hecho, el 
Director de la DICyT era el Presidente de la Agencia, lo que para nosotros creaba ciertos conflictos. Sí hemos 
hablado con las actuales autoridades, pero frente a esta situación no nos han dado respuestas claras. Hay 
intención de querer hacer algo, pero no se concreta nada; está todo muy en el aire. 


SEÑOR DE MORAES.- Es casi seguro que estamos ante un caso en que lo que faltó fue transición de 
una institucionalidad hacia la otra. Sospecho que el legislador al momento de votar la ley pensaba en 
eso, en que fuera razonable una transición en la que el Estado, el Gobierno, legítimamente desarrollara 
una nueva institucionalidad, pero no dejara a nadie al costado del camino. Los países desarrollados en 
la materia tienen distintas alternativas y muchos optan por tener Agencias de ejecución de fondos, pero 
en casi todos los casos como, por ejemplo, en Finlandia, en Irlanda, o Nueva Zelanda, el Poder 
Ejecutivo, la Administración política del Estado, tiene un rol preponderante en la materia. Se reserva 
para sí el rol más importante y desarrolla agencias o instituciones de ejecución de fondos con 
posibilidades de ejecutar financiamientos de distinto origen en un ámbito más flexible. Pero en todos 
los casos hay una transición, una recuperación de la memoria institucional y de la experiencia. Insisto: 
el Poder Ejecutivo se reserva para sí un rol muy importante, sobre todo en el desarrollo de políticas y 
en la definición de prioridades. Este no es el caso y en cierta manera hemos tenido una suerte de 
competencia por ver cuál de las instituciones desarrolla ciertas actividades, como el caso de 
cooperación internacional, de algunos proyectos y de los indicadores en ciencia y tecnología 


El tema es bastante complejo, porque el país debe dar respuestas hacia el interior, hacia sus actores, pero 
también debe dar respuesta e información hacia el concierto internacional. El país está obligado a ofrecer, 
tanto en el marco del MERCOSUR, como en el resto de Latinoamérica o del mundo, por ejemplo, 
indicadores bien definidos en materia de ciencia y tecnología sobre la base de los cuales se desarrollan 
políticas a nivel nacional y acuerdos de cooperación internacional. De manera que estamos ante una situación 
bastante compleja. 


Queremos que la Comisión y los legisladores se queden con la idea de que nuestra preocupación tiene dos 
aspectos importantes. Por un lado, está el tema funcional y salarial. Por supuesto que nos preocupa mucho. 


Tenemos compañeros de trabajo que la están pasando bastante mal. Pero también nos preocupa el aspecto 
institucional y, en ese sentido, no cuestionamos en absoluto la decisión tomada por el Poder Ejecutivo sobre 
la base de la ley votada en el Parlamento referida a la creación de la nueva institucionalidad. Es saludable; 
creo que la intención era una mejora, pero nos faltó un proceso de transición y, sobre todo, personalmente 
pienso lo hemos discutido que esta costumbre de ir reformando el Estado en las leyes de presupuesto nos ha 
empezado a generar un balurdo sustancial en algunos temas. Este es uno de ellos. Rara vez es posible hacer 
una revisión profunda de la legislación en la materia cuando los esfuerzos legislativos se hacen cada cinco 
años. Uruguay no tiene una ley de la ciencia en la que en un marco legal único estuvieran todos los aspectos 
referidos a la materia, la institucionalidad que la conforma, toda la organización y funcionamiento del sistema 
nacional de innovación. Al no haber una ley de la ciencia, lo que están haciendo los legisladores son 
esfuerzos por introducir mejoras, pero que son una suerte de parches periódicos que impiden un análisis 
global de la situación. Al hacer esto, una de las cuestiones que es posible ver con facilidad al analizar la 
documentación es la brutal superposición de roles de incompetencia. La Agencia puede hacer casi 
exactamente lo mismo que nosotros y casi exactamente lo mismo que el CONICYT puede hacer. 


De manera que no solo tenemos un problema funcional y laboral por parte de cuarenta personas que tienen 
una vastísima experiencia estamos hablando de más de quince años de administración y ejecución de fondos 
en la materia, sino que también tenemos un problema institucional, que más pronto que tarde deberá ser 
resuelto. El Estado y los actores clave en la materia no resisten tal tensión. Una forma de avanzar en el 
esfuerzo de desarrollo científico y tecnológico, y sobre todo en materia de innovación, como decía el 
compañero Cabanas, es tratar de que los actores participen del esfuerzo con la mayor intensidad posible y 
hagan uso de los instrumentos que genera el Estado en la materia, porque están para ser usados; pero eso sólo 
es posible en la medida en que la institucionalidad y las reglas de juego sean claras, y eso hoy no es así. No 
es necesario entrar en una discusión menor de esta cuestión, porque es mayor, pero la tensión llega a tal punto 
que hemos tenido experiencias de que jerarcas en forma cruzada llamen la atención a funcionarios en forma 
cruzada sobre determinados desempeños. Con esto estoy diciendo que jerarcas de la Agencia le llaman la 
atención a funcionarios del Ministerio de Educación y Cultura sobre su actuación en determinados aspectos. 
Creo que esto debe ser solucionado. Sé que estamos en un tiempo complicado y es probable que no se pueda 
resolver en esta Legislatura, y por eso les agradecemos doblemente que nos hayan recibido. Deseaba 
remarcar este aspecto porque es importante. No se queden solamente con la idea de que nuestro problema es 
salarial y funcional, que sí lo es, sino que deviene de un problema institucional, porque tenemos una suerte de 
superposición en la materia. 


Los países que han tenido mejor performance en esto, han optado por distintas formas de organizarse desde el 
punto de vista institucional y si uno las analiza ve resultados diversos. Nuestro vecino, Argentina, hace más 
de diez años creó la Agencia, tuvo un derrotero en ese sentido y luego tuvo que volver hacia atrás e incluir la 
actividad de la Agencia en el corazón de la Administración política del Poder Ejecutivo. De manera que estas 
experiencias no son por sí solas buenas ni malas; hay que echarlas a andar y evaluarlas. Pero tenemos un 
problema institucional que está haciendo daño a la forma en que el Estado y el Poder Ejecutivo en particular 
se presenta ante los actores. Particularmente, el sector privado es muy sensible a este tipo de aspectos y 
Uruguay no va a tener una performance adecuada en el tema innovación si dicho sector no ve reglas de juego 
claras y una institucionalidad en la que pueda apoyarse. De por sí ya es complicado que el empresario venga 
al Estado a buscarlo como socio para desarrollar tecnología o innovar en su empresa. 


Insisto: tenemos un problema complejo desde el punto de vista funcional y salarial que nos está afectando. 
Las economías familiares están crujiendo. Tenemos compañeros que están en condiciones muy complicadas; 
esto ya lleva muchos meses. En 2007 presentamos un memorándum al entonces Director Amílcar David 
diciéndole que el proceso que se estaba llevando a cabo para el armado de la nueva institucionalidad no era el 
mejor. Además, hacíamos una cuestión que no es común, que es pedir a nuestro Director que nos evaluara 
rápidamente como elemento de prueba de las capacidades que había dentro de la institución. De manera que 
desde esa época hasta acá estamos sufriendo un proceso de deterioro institucional y efecto negativo en lo 
laboral y profesional. Como es razonable, una institución que no tiene mucho para hacer no tiene demasiadas 
condiciones para mantener el ingreso a sus funcionarios. Sumado a eso queremos dejar el mensaje de nuestra 
preocupación desde el punto de vista institucional. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Con relación a esa transición que no se cumplió adecuadamente yo 
tengo la misma percepción, y tomando por buena la versión de ustedes por supuesto también habrá 
que escuchar, como es habitual, la versión de la contraparte, en este caso, del Estado, del Gobierno, que 


los funcionarios de DICyT han sufrido pérdida salarial y se han visto perjudicados desde el punto de 
vista de los roles funcionales, quisiera saber cómo se integró la Agencia, cómo se conformó desde el 
punto de vista de la plantilla de trabajo. ¿Quiénes trabajan en la Agencia? ¿Quiénes son los 
funcionarios y cómo fueron contratados o incorporados, en la medida en que no fueron trasladados? 
Por eso formulé esa pregunta en la oportunidad anterior, en la medida en que no fueron tenidos en 
cuenta, según lo que ustedes cuentan trasladados o redistribuidos los funcionarios de la DICyT. 


SEÑOR POZZI.- Quiero compartir una reflexión. Acá nos plantean dos problemas, uno de los cuales 
está vinculado claramente con esta Comisión que es el hecho de que ustedes han sido afectados en su 
salario y en sus condiciones de trabajo; esa es una materia que le corresponde a esta Comisión y, por lo 
tanto, quedamos con esa preocupación. Lo que refiere al diseño institucional, me parece que tiene otras 
especificidades que tendrán que analizar otros compañeros. 


Por lo que nos están planteando, ustedes vienen desde hace meses con este problema y lo que me preocupa 
muchísimo es que no veo posibilidades de resolverlo antes de que terminen los tiempos parlamentarios. Por 
lo que nos cuentan, el presupuesto se logró pero fue para otro lado, y si está en otro lado no lo tienen ustedes. 
Los tiempos se nos van bastante para adelante, sí estamos de acuerdo con que se deberían corregir los 
problemas salariales que tienen en cuanto a recuperar compensaciones y otras cosas que han perdido; 
parlamentariamente, hoy no hay posibilidades de corregir nada. Me refiero al tiempo; el Parlamento termina 
la Legislatura en un mes, por lo que nos quedamos con esta gran preocupación. 


La creación de la ANII no es un tema que nosotros hayamos seguido profundamente en esta Comisión, pero 
los problemas económicos que están sufriendo a raíz de que el presupuesto fue para otro lado y de que no 
hubo una adecuada reposición para atender los problemas del personal, es una cuestión muy complicada. Por 
supuesto que intentaremos que concurra la gente de la DICyT a explicar la situación, pero reitero que lo que 
más nos preocupa es que no sé si encontraremos una solución rápida al asunto, dado que hay situaciones 
familiares extremadamente delicadas. 


Ojalá podamos encontrarle la vuelta a este problema antes de que el Parlamento entre en receso. 


SEÑOR DE MORAES.- Con respecto a la primera pregunta formulada por el señor Diputado Abdala, 
la Agencia Nacional de Investigación e Innovación cubre sus cargos mediante una serie de llamados 
abiertos públicos, a muchos de los cuales los funcionarios de la DICyT se presentaron y, salvo un caso, 
nadie obtuvo un cargo allí. La ley que establece la creación de la Agencia tiene la peculiaridad de que 
prevé que los cargos sean llenados por oposición, por oposición y méritos y por méritos. De manera que 
es una institución que tiene una enorme facilidad para el ingreso de sus funcionarios. Con esto quiero 
decir que hecha la convocatoria pública, se cotejan tres currículum y el que el tribunal o el organismo 
decida que tiene más valor, será el seleccionado. Pero en esto hay que ser cuidadosos. De alguna 
manera sentimos esto lo digo a título personal que la voluntad y el espíritu del legislador fue 
tergiversada, porque tengo la íntima convicción de que en el momento en que la casi totalidad de las 
bancadas y de los legisladores votaron la ley de creación de la Agencia, lo hicieron, insisto, pensando 
como era razonable hacerlo en que era un avance en la materia, una forma de reposicionar el tema en 
la agenda pública y un avance en el aspecto institucional. También sospecho que lo hicieron pensando, 
como fue histórico en estos casos, que los funcionarios, que los aspectos institucionales y la experiencia 
que había desarrollado el país en la materia iba a ser tenida en cuenta. Ocurrió lo mismo con el cambio 
desde la Unidad Ejecutora del MEC hacia el IMPO, con la creación de la Agencia Nacional de 
Vivienda y yendo más atrás con la creación del INIA. En todos los casos, la experiencia desarrollada 
por el Estado uruguayo en la materia fue tenida en cuenta, lo cual es absolutamente razonable. Por 
supuesto que en aquellos casos en los que la nueva institucionalidad entiende que hay ciertos 
funcionarios que no tienen los perfiles para ocupar ciertos cargos lo cual también es razonable, son 
redistribuidos en la Administración Pública. Pero a priori se le da una oportunidad a aquellos 
funcionarios que tienen veinte años de experiencia en la ejecución de fondos e instrumentos de 
promoción científica y tecnológica. Era totalmente razonable pensar así y nosotros lo hicimos cuando 
se nos comunicó del cambio institucional. Por eso se justifica, si se quiere, cierto retraso en nuestra 
reacción: porque pensábamos que eso iba a ser así y porque nuestros jerarcas nos comunicaron que iba 
a ser así, que la transición se iba a dar y que era razonable tenernos en cuenta. Se hicieron comentarios 
tales como: "El 90% de ustedes van a ser funcionarios de la ANII, indudablemente". 


Con respecto a la segunda pregunta relativa al tema presupuestal, nos consta que el final de la Legislatura es 
un momento muy peculiar, pero tenemos intenciones en dos sentidos: primero que ustedes comprendan 
nuestra preocupación y que de alguna manera traten de hacer lo que nosotros hemos venido a hacer con 
ustedes que es sensibilizar a quienes deciden sobre esto. Por ejemplo, nosotros hemos solicitado entrevista a 
la señora Ministra de Educación y Cultura y no hemos obtenido respuesta, por lo que no nos ha recibido. Para 
estos aspectos presupuestales siempre hay solución, siempre la hay. Y en el tema presupuestal debemos 
diferenciar dos cosas. Por un lado, aquellos fondos y recursos que fueron trasladados a la Agencia, cuyo 
propósito era promover los instrumentos de promoción científica y tecnológica, aquellos fondos que iban a 
los beneficiarios: Fondo Clemente Estable, Fondo Nacional de Investigadores, el próximo programa con el 
Banco Interamericano de Desarrollo, un programa de base académica con el Banco Mundial. 


Otro aspecto presupuestal delicado es el que tiene que ver con los fondos con que se pagan nuestros salarios. 
Cuando hablamos de nuestros salarios nos referimos a la parte de la compensación que percibimos, que en 
algunos casos supera el 50%. Este año no la estamos percibiendo porque el renglón presupuestal denominado 
801, que es el correspondiente al Programa de Desarrollo Tecnológico, lugar del cual se toman los créditos 
para pagarnos los salarios, por omisión, por error, no fue abierto en el presupuesto ni en la Rendición de 
Cuentas anterior. Pero es posible abrirlo. Lo que debe existir es la voluntad institucional y política de arreglar 
ese aspecto por el cual no solo se resuelven nuestros problemas salariales, sino que se terminan de pagar los 
saldos de ejecución que tienen los proyectos en el área académica y en el área empresarial. También están los 
becarios que tenemos en el exterior del país, en Francia, en Alemania, en Suiza, en Estados Unidos, en Brasil, 
cuyas becas no se les están pagando. De manera que, por un lado, está el tema institucional y el tema 
presupuestal global, en el que como bien dijo el señor Diputado Pozzi hubo una transferencia hacia la 
Agencia y, por otro, está nuestro crédito presupuestal de este año que no fue abierto, no sabemos por qué 
razón. Obviamente, la administración de la DICyT no tiene crédito presupuestal de donde tomar nuestros 
salarios, teniendo, probablemente, el dinero; no puede hacer la orden de gasto e iniciar el proceso de 
ejecución de esos fondos al no tener el crédito presupuestal. Se trata de un problema presupuestal y no 
financiero. 


SEÑOR CABANAS.- De alguna manera creo que la señora Ministra sienta un precedente en el pasado 
conflicto que hubo con el Registro Civil, donde reclamaban un problema de compensaciones y ella lo 
resolvió agregando las compensaciones al sueldo. 


O sea que si hay voluntad política y se quiere resolver el tema, es posible. Además, son treinta y cinco o 
cuarenta funcionarios, tampoco es algo que afecte gravemente el presupuesto o cambie la política sustancial 
del Ministerio en determinadas direcciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recién comentábamos con el señor Diputado Pablo Abdala que hay etapas 
presupuestas y de Rendición de Cuentas que ya han finalizado para este Período. 


En primer lugar, les solicitamos que entreguen a la Comisión toda la documentación que puedan aportar. En 
segundo término, haremos llegar la versión taquigráfica de esta sesión a los Ministerios de Economía y 
Finanzas, de Educación y Cultura y de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Yo agregaría a las Comisiones dedicadas al tema de ciencia y 
tecnología de ambas Cámaras. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así se hará. 
SEÑOR DE MORAES.- Quiero hacer un comentario que me parece importante. 


Durante todos estos meses, a partir de estas dificultades, los funcionarios hemos desarrollado una discusión 
interna bastante enriquecedora. Por supuesto, el comentario que voy a hacer queda sujeto a un aspecto 
personal; la decisión siempre es personal. Hemos llegado a la conclusión de que aquí lo importante no es si se 
toma la decisión de que todos pasemos a la Agencia. No es la única solución posible y el aspecto preocupante 
aquí, reitero, es que los funcionarios hemos llegado a la conclusión de que es necesario fortalecer el rol del 
Poder Ejecutivo y de la Dirección de Ciencia y Tecnología en la materia. Uruguay necesita fortalecer esa 


posición. Por supuesto que puede tener una institución de ejecución de fondos como el TEKES finlandés o la 
agencia neozelandesa, instituciones que ejecutan fondos de muy diverso origen, pero es necesario que el 
Poder Ejecutivo tenga una organización especializada y profesionalizada en la materia, que sea, además, un 
punto focal para el desarrollo de las políticas y los instrumentos de promoción científica y tecnológica para el 
país y para que este se relacione con terceros países. Es muy importante este concepto porque, de lo 
contrario, el conjunto de instituciones que están alrededor de este foco también pierden sentido y 
posibilidades de incidencia, en la medida en que el Poder Ejecutivo no tenga la fortaleza tal para dar señales 
claras en el rumbo. Esto nos parece importante. 


Por supuesto que si se abriera la posibilidad de pasar a la Agencia va a ser una decisión personal. Yo creo que 
la inmensa mayoría de quienes estamos allí tenemos sobrada formación y experiencia para cubrir las 
necesidades. De todos modos, será una decisión personal. Independientemente de eso, es necesario estudiar 
que el Poder Ejecutivo nuevamente tenga una posición de destaque en la materia. 


SEÑOR CABANAS.- Con respecto al tema de las decisiones políticas creo que es muy importante que 
haya un elemento del Poder Ejecutivo para el contralor y que maneje los indicadores. La Agencia no 
puede ser juez y parte y autocontrolarse o autoevaluarse. Creo que es importante que el Poder 
Ejecutivo tenga ese rol. Eso es fundamental. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Es la titularidad de la política. 
SEÑOR CABANAS.- Efectivamente, es la titularidad de la política. Eso no se puede transferir. 


A título personal quiero señalar que creo que la ANII adolece de un defecto: tiene una Presidencia rotativa 
que cambia todos los años y está ejercida por un representante de distintos Ministerios, cada uno de los 
cuales actúa en función de su representatividad y no corporativamente en defensa del organismo. Es muy 
difícil tomar decisiones y, sobre todo, asumir responsabilidades cuando uno está un año y al siguiente viene 
otro. Ese es un gran problema a tener en cuenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Reiteramos el agradecimiento por su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios de la Dirección de Innovación, Ciencia y Tecnología para el 
Desarrollo, DICyT). 


——- Tenemos que considerar el proyecto relativo a la abreviación de los procesos laborales. Queremos 
aprobarlo antes del receso parlamentario, por lo que les propongo que la Comisión se reúna a esos efectos el 
primer martes de setiembre en horas de la mañana, antes de la sesión de la Cámara. En caso de que en esa 
sesión no terminemos de considerar el proyecto, podríamos utilizar también la sesión del miércoles por la 
mañana, pero no quisiera tener que convocar una sesión extraordinaria si podemos resolverlo en una sesión 
ordinaria. 


De manera que si todos están de acuerdo, nos reuniremos el martes 1” de setiembre a la hora 10 para tratar 
ese tema. 


(Apoyados) 


——— En discusión el proyecto de ley "Empleados del Parque de Vacaciones de UTE ANTEL. (Interpretación 
auténtica de las normas de la Ley_N* 16.621)". 


Quiero informar que se creó la figura de la Fundación a los efectos de que dichos empleados puedan ser 
contratados con determinadas características y se dio una interpretación a la ley para declararlos funcionarios 
públicos. 


El proyecto viene del Senado donde fue apoyado en forma unánime y corrige la situación de los funcionarios 
a los que no se les reconocía su carrera administrativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 

——— Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Se propone como miembro informante al señor Diputado Pozzi. 
Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Solicito que a través de Secretaría se informe de esto a la señora Diputada Adriana Peña. 


SEÑOR ABDALA.- Con respecto a la delegación que acaba de retirarse, solicito que se gestione la 
convocatoria a DICyT en algún momento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si el martes 1” finalizamos con el tratamiento del proyecto relativo a la 
abreviación de los procesos laborales, quizás podríamos convocarlos para el miércoles 2 de setiembre. 


(Apoyados) 


——- Solicitamos a Secretaría que envíe todo el informe al Ministerio de Educación y Cultura y gestione la 
convocatoria. 


En cuanto a la delegación de la UNATRA que recibiremos a continuación, quiero informarles que el viernes a 
última hora solicitaron con urgencia esta entrevista, debido a que tienen un problema en un tambo y con un 
tambero, en Florida. Hicieron un juicio; fueron hasta Florida; no pudo concretarse un acuerdo en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por lo que solicitaron ser recibidos. Acordamos recibirlos hoy, 
debido a la urgencia de la situación, pero les anunciamos que estábamos muy acotados en el tiempo. 


(Ingresa a Sala una delegación de la UNATRA) 


——— La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a la delegación de la UNATRA, integrada por 
el doctor Antonio Rammauro y por los señores José María Saravia, Germán Moraes, Segundo Rodríguez, 
Dardo Pérez y Marcelo Anaya. 


Agradecemos a la Comisión en pleno porque estuvo de acuerdo en recibirlos frente a la urgencia del planteo 
que hicieron a esta Presidencia, relativa a la situación compleja que están viviendo trabajadores del área rural. 
Nosotros teníamos acordada para esta sesión otra entrevista y el tratamiento de algunos proyectos de ley, pero 
tratamos de recibirlos hoy debido a la urgencia del planteo. 


Les cedemos la palabra para que nos informen cuál es la situación. 
SEÑOR PÉREZ.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido. 


Queremos plantear un caso de persecución sindical a dos trabajadores, los compañeros María Flores y Ebelio 
González, en el tambo de Crosa, ubicado en el kilómetro 158 de la Ruta N* 5, departamento de Florida. Estos 
trabajadores fueron los que empezaron a tratar de armar en esa zona un sindicato rural de peones de tambo en 
los meses de enero y febrero. En marzo se conectaron con el PPECNT y con la UNATRA, y siguieron 
trabajando en esa dirección de armar un grupo de trabajadores de los tambos de Florida. Como ya es de 
público conocimiento, estos trabajadores fueron despedidos el 6 o el 7 de julio. 


Hoy vemos que la situación es muy complicada porque se ha violado, no se ha cumplido o no se tiene en 
cuenta la ley de libertad sindical, la ley de limitación de la jornada laboral a propósito, como no se ha 
aprobado su reglamentación, estas personas todavía trabajan más horas- ni la ley de Consejos de Salarios. 
Antes de que se llegara a un conflicto de toda la industria láctea, buscamos acortar los caminos y seguir 
ciertas instancias. En tal sentido, llamamos a Consejo de Salarios pero la parte empresarial burló todo esto. 


Como la Federación Rural y la ARU no se presentaron, quedamos con una instancia menos para llegar a un 
acuerdo viable. Esa era la forma de liberarnos de un conflicto que hoy ya es bastante grave. 


SEÑOR RAMMAURO.- Queremos agradecer que nos hayan recibido porque sabemos que tanto en la 
Comisión como en el plenario están considerando temas muy importantes para los trabajadores. 


Como decía el señor Pérez, nos preocupan algunos de los temas que ya han pasado por acá y que se han 
resuelto positivamente para los trabajadores como la mal llamada ley de fuero sindical, es decir, la ley de 
protección sindical, la ley de negociación colectiva y la ley. de limitación de la jornada rural. Con respecto a 
esta última norma debo decir que a pesar de que acá se le haya dado el visto bueno, en el campo no se 
respeta. 


Todos saben lo difícil que es promover una organización sindical con los trabajadores rurales. Cincuenta y 
tres años nos separan de la primera marcha de trabajadores hacia Montevideo, como medida de lucha, 
precisamente de esa zona de Florida, a través de los peones de tambo organizados. Hoy estos compañeros 
intentan hacer un esfuerzo y se los reprime sindicalmente y se los despide sin excusa. 


También quiero alertar sobre la vigencia del Decreto 647 de 1978, reglamentario de la Ley_N* 14.785 
denominada "Estatuto del trabajo rural" que, entre otras cosas, autoriza el despido y el desalojo 
administrativo por medio de la Policía. Al trabajador que vive en el establecimiento se le notifica por la 
Policía que está despedido y que tiene treinta días para irse de su casa. Eso continúa vigente. Si bien pueden 
darse situaciones similares en otros lugares, cada vez que aparecen y se hacen públicas nos preocupa que 
dicha norma siga vigente. 


El 31 de julio intentamos una negociación tripartita en el ámbito de la DINATRA, y el 3 de agosto también. 
El 5 de agosto procuramos otra negociación y se convocó al Consejo de Salarios del sector. Como decía el 
señor Pérez, tanto la Asociación Rural del Uruguay y la Federación Rural presentaron una nota diciendo que 
ese no era el ámbito para negociar, cuando la Ley_N? 10.449 de Consejo de Salarios establece que uno de los 
cometidos del Consejo de Salarios es la conciliación. 


Después inventamos dos reuniones más porque no eran reuniones con la empresa ni Consejos de Salarios 
para citar a la empresa y a la Asociación Nacional de Productores de Leche, que estuvo de acuerdo con 
negociar, pero nunca hubo una propuesta ni aceptación de propuesta por parte de la representación de la 
patronal. 


Ahora estamos en una instancia judicial que está llegando a su fin. Nosotros estamos convencidos de que a 
los trabajadores les va a ir bien con la acción de reinstalación que estamos promoviendo, pero conocemos 
también las dificultades reales que puede significar que sea un Juez quien ordene que el trabajador se quede 
en su casa y siga trabajando. Por eso nos parecía que una salida negociada con el empleador era lo más 
adecuado. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hizo un par de propuestas en ese sentido para 
provocar menos enfrentamiento en el futuro. Seguimos insistiendo con los ámbitos de negociación, más allá 
de que para el jueves o el viernes podamos tener una sentencia judicial. 


La excusa para promover una organización sindical en la zona fue la aprobación de la ley de ocho horas, y así 
salieron a difundirlo estos trabajadores a través de los medios de prensa, convocando reuniones en su casa, 
pegado al chalé del patrón. Sabemos que algunos medios dicen que todo comenzó por no respetar las ocho 
horas, y en este tambo no se respeta eso ni los descansos semanales. También hay trabajadores fuera de la 
seguridad social porque figuran desde marzo de este año, cuando trabajan desde setiembre; eso lo 
acreditamos con recibos en negro de puño y letra del patrón. Figuran con salarios de $ 6.000 y en los recibos 
en negro se acredita que ganan $ 11.400 más el ficto. Todo esto se terminó reconociendo por vía judicial, 
pero se pusieron todos estos obstáculos en la negociación. 


Más allá del caso puntual de estos dos trabajadores, nos preocupa que no se cumpla la ley. Las normas 
pueden ser buenas o malas estas en particular son muy buenos argumentos legales pero es claro que en el día 
a día no se cumplen, y eso los invita a ser más exigentes en cuanto a los controles de la legislación y a 
profundizar en los contenidos de las leyes para que haya menos posibilidad de eludirlas. 


SEÑOR PÉREZ.- Quiero señalar que uno de los argumentos que planteó la empresa era que al 
compañero Ebelio González y a la compañera María Flores nadie los conocía como sindicalistas, algo 
que desmentimos a través de testigos. Además, no solo tenían esa actividad sindical desde enero o 
febrero organizando a los tamberos, sino que tenían historia. Por ejemplo, el señor González fue 
delegado en la Unión Ferroviaria; asimismo, estos dos compañeros militaron en el FOICA. No 
inventaron la militancia sindical ahora. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Nosotros participamos como dirigentes de la Unión Nacional de Asalariados y 
Trabajadores Rurales y Afines, UNATRA. 


Seguramente se encuentren con documentos judiciales en los que aparezcan las razones patronales, con la 
explicación de que fueron echados por malas personas, por borrachos o incumplidores. Ese es el argumento 
de la patronal. o reconocen que los dos son trabajadores. Dicen que la señora María Flores no trabajaba allí 
pero tampoco los testigos que presentan en este caso pueden decir que no trabajaba, porque ella salía a alguna 
hora de la madrugada a ayudar, a arrimar a los animales para el ordeñe. Entonces, nadie puede testificar eso 
y, sin embargo, los testigos que presentan dicen que nunca la vieron trabajar ahí. Es una trabajadora más. 


Cuando se habla del salario, este es una mentira para el trabajador y, en realidad, casi la mayoría de los días 
trabaja con la señora. María también trabajaba en el lugar, ya sea de guachera, ayudando a alimentar a los 
bichos o a dar agua a los guachitos. 


Estas son las cosas que argumenta la patronal en cuanto a que ella no trabajaba en la zona, que no trabajaba 
ahí. Yo no lo vi, pero sé cómo es ese trabajo y que él solo no lo hace porque es quien se encarga de arrimar al 
ganado para ordeñar y tiene que hacer de guachero y demás. Si bien yo no lo vi, cualquier otro testimonio 
que pueda aparecer por la otra parte tampoco puede atestiguar, por cuanto ella podía ayudarlo en horas de la 
madrugada: limpiaba el chalé cuando la patronal no estaba o vigilaba y baldeaba. Esto tampoco lo podía ver 
la gente. 


Estamos seguros de que su despido responde a que trataba de organizar a los trabajadores; el motivo no fue, 
como se dijo, porque estaba reclamando las ocho horas. Equivocadamente era una de las herramientas para 
convocar. Lamentamos que todavía no esté vigente la normativa cuando otros trabajadores de distintos 
lugares siguen reclamando las ocho horas, pero la patronal les dice que no está vigente. ¿Qué esperamos? 
Ello es un debe del Parlamento que es el lugar donde se hacen las leyes. Necesitamos que la normativa que 
refiere a las ocho horas de trabajo entre en vigencia. Este fue el principal disparador; no fue por reclamar al 
patrón las ocho horas, sino porque en la casa del señor se reunían esos trabajadores que convocaban María y 
Ebelio para ver la forma de organizarse y empezar a reclamar la solución de los problemas que eran 
generales, ya que en muchos lugares pasaba lo mismo, es decir, trabaja la señora y ayuda al marido porque el 
tipo no puede hacer todo. Entonces, de una manera u otra también trabaja la esposa. En algún otro lado, 
también utilizan a los hijos para ayudar a arrear, pastorear o para arrimar el ganado. 


Por estas razones, entendemos de que el motivo del despido fue por tratar de organizarse e informar a los 
demás compañeros, ya que tenían experiencia sindical. Estamos seguros de que esto es una persecución 
sindical. El señor Ebelio fue sindicalista en la Unión Ferroviaria. Más adelante, cuando se quedaron sin 
trabajo, también fueron sindicalistas en la Federación de la Carne. Entonces, mal pueden decir que allí no hay 
experiencia, porque saben dónde dirigirse, dónde ir y llamar por teléfono. Esas cosas raras que pasan en los 
Juzgados cuando preguntan: ¿Y cómo fueron al PP.CNT? ¿Quién los convocó? Hay plenarios 
departamentales del P.-CNT en distintos lugares y ellos saben cómo dirigirse; así se informaron adonde ir, 
adonde recurrir para buscar información. En ese momento la UNATRA les dio la información y empiezan a 
informar a los compañeros para tratar de organizarse, cuando en el mes de diciembre es aprobada la 
normativa. Luego, en los Consejos de Salarios se acuerdan categorías, los aumentos y demás. Pero, 
lamentablemente, lo que respecta a las ocho horas todavía no está vigente; es un debe y una de las 
herramientas que utiliza la otra parte. Ellos argumentan que se les estaban reclamando las ocho horas y 
condiciones de trabajo, pero no dicen que, en realidad, se estaban organizando. ¡Claro! Ellos vieron que allí 
estaban pasando cosas raras y cortaron de la manera más triste. 


Desde la noche más negra de este país, desde la dictadura y del decreto de esa época relativo a los 
trabajadores rurales hasta ahora, no se emitía un cedulón policial, no se había efectivizado un desalojo 
policial. Antes existía esa famosa boleta que se utilizaba para despedir y desalojar a los trabajadores. 


Hoy, en plena democracia, se emitió la boleta N* 003. 


SEÑOR RAMMAURO.- La persecución y la discriminación sindical no empieza con el acto del 
despido. En ocasión de haber sido invitados por el plenario departamental de Durazno para participar 
el 1? de mayo, al señor González lo hicieron trabajar. Pocos días antes del despido, el 4 de julio, a todos 
los trabajadores les pagaron el salario sin excepción, menos a ellos dos. Es más: solo después de tres 
veces de reclamar en la DINATRA les hacen efectivo el pago el 5 de agosto, abonándoles el salario 
correspondiente a julio. Es decir, los tienen de rehén y les dicen: "Si venís a levantar el despido, te 
damos todo. Si no aceptás el despido, no te pagamos el salario". Es más: la empresa se comprometió a 
pagar a más tardar el día 1” en la DINATRA esto figura en el acta, sin embargo, no cumplió el 1”, el 2 
ni el 3; recién cumplió el día 5, e hizo efectivo el pago del salario en el ámbito del Consejo de Salarios 
que no funcionó como tal. Y todavía se adeuda el salario del mes de julio. Lo que se hace el 7 de julio es 
comunicar al trabajador que dentro de treinta días va a estar despedido, o sea, que el despido recién se 
hace efectivo treinta días después. Como julio tiene treinta y un días, esto se cumplió el 5 de agosto. 


La discriminación continúa porque en la contestación de la demanda, que promovimos por la reinstalación 
del trabajador, la patronal desconoce que el trabajador tenga legitimación activa para reclamar porque no 
viene acompañado por una organización sindical, cuando firma la UNATRA y se acredita la representación 
de los delegados que firman por esta. O sea que el señor Francisco Javier Crosa por aquella zona también está 
el padre; este es el hijo desconoce a la UNATRA como organización sindical representativa de los 
trabajadores rurales y también a los trabajadores que ya han sido recibidos en más de una oportunidad en este 
ámbito, en los Consejos de Salarios en donde actúan como delegados así como en el ámbito de la 
negociación colectiva. Todo ello se desconoció frente al Juez. 


En cuanto a lo manifestado por el señor Segundo Rodríguez referido al alcoholismo, voy a hacer una 
puntualización. En el ámbito de la negociación colectiva así lo atestiguó la representante del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social en la DINATRA y en el propio Juzgado el argumento que dio la patronal fue por 
bajo rendimiento. Cuando contestan la demanda dijeron que el trabajador iba a trabajar alcoholizado y que 
como manejaba alimentos no podían permitirle que trabajara así. Sin embargo, el único testigo, el hermano 
de Ebelio González que trabaja con él en la sala del tambo dijo que nunca se le impidió trabajar con aliento 
alcohólico y que él el hermano de Ebelio González también tomaba. Todo esto figura en las actas del 
Juzgado, que recién vamos a poder contar con ella en el día de hoy. Por este motivo, no pudimos presentarlas 
acá, pero queremos que sepan que esto está acreditado en actas. 


SEÑORA PRESIDENTA Nos ha quedado bastante claro lo relativo a la etapa en la que se está de la 
demanda y los tiempos que se estiman para obtener una contestación, pero nos gustaría que se aclarara 
un poco más. 


Por otra parte, quisiéramos saber si hay documentación que acredite que la señora que fue despedida cobraba 
un salario y desde cuánto lo percibía. 


Asimismo, nos gustaría saber si tienen alguna documentación con respecto a la aplicación del Decreto al cual 
hacen referencia que pueda quedar en la Comisión a los efectos de adjuntarla a la versión taquigráfica. 
Además, creo que esa documentación puede ser de interés para todos los miembros de la Comisión. 


Por último, quisiera decir esto no compete solo a esta Comisión, sino a todos los legisladores que la ley de 
ocho horas prevé la creación de una Comisión en este sentido. Varios legisladores esperamos ansiosos que se 
reglamente la ley según las noticias que tenemos eso se haría efectivo en esta quincena porque con ello 
tendremos la garantía de que se podrá instalar dicha Comisión, lo que permitirá tener un control, ya que 
podremos convocarla para que nos informe del seguimiento que lleve a cabo. Como se sabe, podemos hacer 
las mejores leyes, pero a veces hay que fortalecer los controles. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Hace días que en el Parlamento están circulando algunas versiones 
con respecto a este episodio que, entre otras cosas, involucra o afecta a dos departamentos porque, 
según tengo entendido, este establecimiento está en el departamento de Florida pero muy próximo a 
Durazno. 


En ese sentido, accidentalmente, me han llegado informaciones confusas o contradictorias, y por ello quiero 
preguntar para poder investigar sobre este asunto de la manera más veraz. 


En primer lugar, quisiera saber si esta trabajadora era efectivamente una empleada de la empresa o si, tal 
como se sugirió o insinuó en alguna de sus intervenciones, se trata de la esposa, compañera, pareja o 
concubina como le quieran llamar— del trabajador despedido que, por la propia dinámica de la relación 
familiar, colaboraba con su esposo, como puede pasar con cualquier trabajador y muy particularmente en el 
ámbito rural por las características que ustedes han descripto. Me parece importante saber si esa persona tiene 
un contrato de trabajo y cobra un salario, es decir, si se le aplican las reglas del derecho del trabajo. 


En segundo término, en cuanto al tema de la afiliación sindical por más que de algunas preguntas podemos 
llegar a presumir la respuesta porque se desprende del cuadro que ustedes han descripto—, concretamente, 
me gustaría saber si en la empresa se había constituido algún sindicato o grupo u organización de tipo 
gremial. También quisiera saber si el trabajador despedido está afiliado a algún sindicato o a la UNATRA. 
Me parece que sería interesante que eso quedara claramente establecido. 


Por último, quisiera saber cuál fue la actitud de los demás trabajadores de la empresa porque, según tengo 
entendido, hay varios más, entre ellos, el hermano del empleado despedido. Pero más allá de esa declaración, 
que me parece que así como fue trasmitida puede dar lugar a más de una interpretación o ser ambivalente, 
quisiera saber si el hermano de esta persona está trabajando normalmente en la empresa, si ha sufrido algún 
tipo de situación equivalente y qué actitud ha asumido. 


(Se retira de Sala el señor Representante Iturralde Viñas) 


——— También quisiera saber qué actitud adoptaron los demás trabajadores de la unidad productiva, si han 
ocupado, han hecho huelga o si están trabajando normalmente. Me parece interesante conocer esas 
respuestas. 


SEÑOR RAMMAURO.- No trajimos documentación con respecto al Decreto pero podemos alcanzarla 
a la Comisión. Sin perjuicio de que ustedes pueden acceder al texto del Decreto, tenemos impreso el 
formulario que maneja la Comisaría, lo que se agregó como prueba. 


En cuanto al juicio, ya se realizaron algunas audiencias y se tomó declaración a catorce o quince testigos. 
Todavía falta que declaren cuatro testigos, que lo harán el día jueves. También falta la declaración de partes, 
los alegatos y la sentencia. Nosotros presumimos que esta instancia puede culminar el jueves, que es el día 
que tenemos la próxima audiencia, y que el viernes, el lunes o a más tardar el martes, de acuerdo con lo que 
marca la ley, podemos tener la sentencia judicial, al menos, en primera instancia. 


La trabajadora María Flores no estaba en caja ni tenía un salario diferente del señor Ebelio González. En los 
tambos es bastante común el mal llamado salario familiar; lo que se hace es acordar determinado sueldo, el 
cual se paga por ciertas tareas, que se llevan a cabo por el grupo familiar. Este era el caso y nunca se reclamó 
en la vía judicial, ni antes ni ahora, la inclusión de la trabajadora en la seguridad social, el pago de salario, 
aguinaldo o licencia. Como dije, se había acordado un sueldo que, con el ficto de alimentación y vivienda, 
era de aproximadamente $ 15.000. El trabajador cumplía un horario de nueve o diez horas y su compañera 
realizaba tareas de vaquería habitualmente, a las tres y media de la mañana— y de casera, que no son las de 
doméstica, como confunde en su contestación el señor Crosa. Cuando él se iba de vacaciones la señora Flores 
cuidaba el chalet, alimentaba a las mascotas y baldeaba e higienizaba el exterior de la casa. Todas las tareas 
que cumplía esta señora estaban en conocimiento del señor Crosa, aunque a las tres y media de la mañana no 
hay muchos testigos que puedan dar fe de que esto sucedía así. 


Tanto el señor Flores como su señora están afiliados a la Unión Nacional de Trabajadores Rurales y Afines. 
Precisamente, como dijimos al principio, se estaba en proceso de constituir una organización sindical en 
Punta de Maciel y Goñi, que es la zona que está próxima a Durazno pero dentro del departamento de Florida. 
En realidad, no se trataba de un sindicato de empresas sino de peones rurales de la zona, que es la forma que 
está utilizando la UNATRA para organizar a los trabajadores, sobre todo cuando hay un nivel de dispersión 
muy importante. Podemos decir que tenemos a los trabajadores de CAPUTTO, pero los trabajadores del 
arroz, son del arroz, independientemente de las empresas, al igual que los trabajadores de granja de la zona 
de San José. Asimismo, podemos hablar de la UTAA, pero no es un sindicato de empresas, sino de todos los 


cañeros, de todos los productores de caña de azúcar de Artigas. Eso mismo se estaba intentando hacer en 
Punta de Maciel, por eso no podemos, como exige el patrón, acreditar la retención de la cuota sindical o 
presentar el carné de afiliación, ya que esas cosas son propias de otro tipo de sindicato y no de estos, de 
sindicatos como los que constituyó como dijo el señor Dardo Pérez Ebelio González en su momento, cuando 
formaba parte de la Unión Ferroviaria. También tenemos actas de la Dirección Nacional de Trabajo del año 
2006, época en que el señor González y la señora Flores trabajaban en un criadero de pollos en la zona de Las 
Piedras y los dos representaban al FOICA; o sea que no son nuevos en esto. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Hice una consulta con respecto a la actitud de los demás trabajadores, 
y me gustaría agregar otra pregunta. Según se dijo, el trabajador recibe un sueldo y la vivienda, pero 
me gustaría saber si la contraprestación incluye la alimentación del grupo familiar. 


SEÑOR RAMMAURO.- La ley establece que el trabajador que vive en un establecimiento con su 
familia debe recibir, necesariamente, la prestación de alimentación y vivienda, pero eso no sucede en 
este caso. Al señor González y a su familia se les proporciona solamente la vivienda y se les paga el ficto 
de alimentación y vivienda, que es propio de los trabajadores que viven solos. En este caso el 
trabajador vive con su familia por lo que el patrón está obligado a pagar la alimentación, lo cual no 
hace. Como dije, se le paga el ficto, que es aparte del sueldo. En el BPS figura un sueldo de $ 5.030, 
más un ficto de $ 1.500, o sea un poco más de $ 6.500. Los recibos en negro que podemos facilitar, de 
puño y letra del señor Crosa ni siquiera los escribía otro son, por ejemplo, de setiembre 2008 aunque el 
recibo del BPS diga marzo de 2009 y figura un sueldo variable según la cantidad de días, la mayoría de 
los meses de treinta y treinta y un días, lo cual denota que no había descansos. Además, figuran sueldos 
de $ 11.500, a veces de $ 10.900, y una parte a destajo por la cantidad de leche que se producía que 
anda en los $ 2.000, $ 2.400 o $ 1.900 adicional. No aparece ningún descanso pago ni hora extra, en los 
recibos en negro ni en los recibos en blanco. Eran los únicos trabajadores sindicalizados en el 
establecimiento. Ellos apostaban a que el hermano fuera el principal testigo en contra del trabajador. 
Es personal de confianza, es el supervisor o el encargado de la tarea, como él dijo. No está 
sindicalizado. Le dijo al Juez que era peón y encargado. En la planilla de trabajo que exigimos a la 
empresa que presentara en el Juzgado, el hermano, el encargado, figura como peón sin especialización, 
con un sueldo de $ 6.000, igual que el trabajador despedido. Sin embargo, en el Juzgado dijo que 
estaba en caja y que figuraba con $ 11.000 o $ 15.000. 


La solidaridad ha sido patente del Plenario Departamental de Florida, del PIT-CNT, del Plenario 
Departamental de Durazno por la proximidad, y de la cadena productiva de los lácteos, que emitió un 
comunicado y realizó una asamblea hace pocos días en la puerta del establecimiento que reunió a los dos 
Plenarios Departamentales. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Los demás trabajadores del establecimiento no han tomado medida 
de ningún tipo? 


SEÑOR RAMMAURO.-- No, ni de solidaridad con el patrón ni con el trabajador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicitamos que nos hagan llegar los resultados de los próximos días con 
relación a las instancias judiciales que tienen. Vamos a enviar la versión taquigráfica al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al PIECNT y a 
UNATRA. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Solicito que se envíe también a la Federación Rural y a la Asociación 
Rural del Uruguay. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Correcto, que se les envíe también. 


Nosotros no hacíamos referencia al Decreto sino a lo que motivó su aplicación. 


Agradecemos su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


